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Licenciada

María Eugenia Carvajal Chaves
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Municipalidad de Alajuela

Estimada señora:

Asunto:
Evaluación y calificación del desempeño del auditor interno


Damos respuesta a su oficio nro. 0084-AI-06-2004, de 3 de junio del 2004, en que consulta sobre tres asuntos en particular:

a) Si es aplicable al puesto de Auditor Interno municipal el “Formulario 4-Profesional”, que contiene diversos puntos e instrucciones para evaluar el desempeño de los profesionales de la Municipalidad; para lo cual adjunta copia de dicho formulario.

b) En caso de que fuera aplicable, cuál sería el procedimiento de evaluación y calificación del desempeño para el puesto de Auditor Interno.

c) De existir un desacuerdo por el resultado de una eventual evaluación, quién tendría la potestad de resolver una posible apelación del Auditor Interno.

También, señala usted que de corresponderle al Concejo Municipal tal calificación, cómo podría llevarla a cabo si es un órgano deliberativo de once regidores.

La consulta planteada por usted es muy importante y pertinente y merece abordarse con un enfoque general. De esta manera, la respuesta no se ceñirá a su caso particular, sino que más bien se pretende con ella ser esclarecedora del tema y aplicable al caso de todos los auditores internos del sector público.

La relación jerárquica es imprescindible para realizar una apropiada evaluación del desempeño y la calificación del funcionario

No se pone en duda que el desempeño de un funcionario es importante evaluarlo, especialmente cuando está de por medio la prestación de un servicio público. Así lo prevé nuestro ordenamiento en el caso de las municipalidades. De esta forma, encontramos en el Código que las rige un capítulo destinado a la evaluación y calificación del servicio de los servidores municipales. Incluso, está previsto que quien hace la evaluación y calificación sea el jefe inmediato del servidor, como se desprende del artículo 140 del mencionado Código Municipal, “El desacuerdo entre el jefe inmediato y el subalterno respecto al resultado de la evaluación y calificación de servicios, será resuelta por el alcalde municipal...”. 

Asimismo, en general, dicha potestad de evaluación por parte del jefe inmediato deviene lógica dentro de la estructura formal de cualquier organización. Así, se reconoce en la literatura especializada que “Quien evalúa al personal es el propio jefe, que, mejor que nadie, tiene condiciones para acompañar y verificar el desempeño de cada subordinado, señalando sus fortalezas y debilidades.”
.  En efecto, de la lectura del “Formulario 4-Profesional” que se utiliza en esa Municipalidad para la evaluación del desempeño de profesionales, se extrae que tanto para la evaluación subjetiva como para la objetiva que en ese documento se establecen, se requiere el conocimiento muy cercano del trabajo que realiza el servidor para poder evaluarlo, lo cual recaería en la jefatura inmediata.

Además, la necesidad de que exista la relación jerárquica para evaluar el desempeño, se refuerza con lo que dispone la Ley General de la Administración Pública, cuando se refiere a la relación jerárquica propiamente, donde establece que “Habrá relación jerárquica entre superior e inferior cuando ambos desempeñen funciones de la misma naturaleza y la competencia del primero abarque la del segundo por razón del territorio y de la materia.” (artículo 101 de la Ley General de la Administración Pública―LGAP). De esta disposición es de singular importancia destacar que si ambos desempeñan funciones de la misma naturaleza y la competencia del superior abarca la del inferior, al menos en cuanto a la materia, ello significa que la evaluación del desempeño y la calificación del funcionario se respalda en el conocimiento experto de la jefatura respecto de lo que hace el subalterno; de lo contrario, la evaluación se enfocaría sobre aspectos no sustantivos del desempeño del puesto. 

Por otro lado, ahondando en este tipo de relación, el artículo 102 de dicha LGAP, esclarece las potestades del superior jerárquico. Entre ellas, destaca que da órdenes, instrucciones y circulares sobre el modo de ejercicio de la funciones por parte del inferior, tanto en aspectos de oportunidad y conveniencia como de legalidad; revoca, anula o reforma de oficio la conducta del inferior; delega sus funciones y avoca las del inmediato inferior u ocupa temporalmente la plaza mientras se nombra un nuevo titular, todo lo cual es congruente con el hecho de que desempeñan funciones de la misma naturaleza y que la competencia del superior abarca la materia del inferior. Así, cae por su peso que el superior está en capacidad legal y técnica de calificar al inferior.

De todo lo dicho con anterioridad, surge la cuestión referente a si el jerarca de la institución es el órgano competente para hacer la evaluación del titular de la auditoría interna, o, en otras palabras, si existe una relación de jerarquía que propicie dicha evaluación tanto desde el punto de vista legal como técnico. 

Dependencia orgánica del auditor y el subauditor internos respecto del jerarca. Límite frente a su independencia funcional y de criterio

De conformidad con la Ley General de Control Interno (LGCI), en su artículo 24, tanto el auditor como el subauditor internos de los entes y órganos sujetos a esa Ley, dependen orgánicamente del máximo jerarca, quien los nombra y les establece las regulaciones de tipo administrativo que les sean aplicables. Sin embargo, la misma LGCI (artículo 25) establece para todos los funcionarios de la auditoría interna la exigencia de ejercer sus atribuciones con total independencia funcional y de criterio respecto del jerarca y de los demás órganos de la administración activa. Tanto así, que el citado artículo 24 señala que las regulaciones de tipo administrativo mencionadas no deben afectar negativamente la actividad de auditoría interna, la independencia funcional y de criterio del auditor y el subauditor interno y su personal, y que en caso de duda, la Contraloría General dispone lo correspondiente.

A mayor abundamiento, la LGCI tiene diversas disposiciones de las que claramente se deduce la independencia del auditor, traducida en su libertad para proponer medidas correctivas, hacer advertencias, planificar su trabajo, organizar su unidad, autorizar los movimientos de su personal, acceder a la información administrativa, solicitar la colaboración a funcionarios de cualquier nivel jerárquico o para plantear ante la Contraloría General, mediante el recurso del conflicto, su inconformidad con lo que resuelva el jerarca en relación con sus recomendaciones. Muy lejos está inferir que el jerarca de la institución tenga la potestad de dar órdenes, instrucciones y circulares sobre el modo de ejercicio de las funciones por parte del auditor. Esta sola potestad de un superior respecto del inferior, sería suficiente para anular la posibilidad de que el auditor actuara con total independencia funcional y de criterio en el ejercicio de sus competencias, ni qué decir de las demás potestades del jerarca que invoca el citado artículo 102 de la LGAP.

Por tanto, la dependencia orgánica que establece la LGCI entre el jerarca del ente u órgano y el auditor interno, no implica la relación de subordinación que en estricto sentido dispone la LGAP, ya que tiene un límite claramente demarcado por la independencia funcional y de criterio que establece aquella Ley para todos los funcionarios de la auditoría interna. De esta manera, no existe una relación de jerarquía típica por la cual el auditor interno se subordina al jerarca, que haga presuponer la obligación de este para calificar el desempeño de aquel ni tampoco que el jerarca posea el conocimiento de la materia para evaluar su gestión.  

La relación de dirección. Límite frente a la independencia funcional y de criterio del auditor y a la naturaleza de la unidad de auditoría interna.

Asimismo, la LGAP establece en el artículo 99 lo que se conoce como la “relación de dirección”, que ocurre entre dos órganos que tienen distinta competencia por razón de la materia, dentro de una relación de confianza incompatible con órdenes, instrucciones o circulares. Empero, no existe tampoco este tipo de relación entre el jerarca y el auditor, en virtud de lo que dispone ese mismo artículo 99, cuando señala que la relación de dirección existe entre dos órganos de la administración activa y uno de ellos puede ordenar la actividad ―no los actos― del otro, imponiéndole las metas y los tipos de medios que empleará para realizarla. Así, la independencia funcional y de criterio del auditor nuevamente es una barrera para que el jerarca le imponga metas y los medios para realizar su actividad y, más contundente, la auditoría no es administración activa, ya que por definición en la LGCI (artículo 2), la “Administración activa” desde el punto de vista funcional, es la función decisoria, ejecutiva, resolutoria, directiva u operativa de la Administración; y desde el punto de vista orgánico es el conjunto de órganos y entes de la función administrativa, que deciden y ejecutan, e incluye al jerarca como última instancia; lo que evidentemente deja por fuera a las auditorías internas. Por otra parte, en esa misma LGCI (artículo 9) se separa a los órganos del sistema de control interno en administración activa y auditoría interna. De manera que es claro que esta última no forma parte de la Administración, lo cual es totalmente concordante con su independencia funcional y de criterio para fiscalizarla.

Asimismo, el hecho de que la auditoría interna no sea administración activa sino su fiscalizadora, tiene aparejada la incompatibilidad ―entiéndase conflicto de interés― de que la Administración ―mediante el jerarca― por sí misma juzgue el desempeño del titular de esa unidad. 

Necesidad de evaluar el desempeño del auditor interno. Concepto de evaluación del desempeño del funcionario

Esta Contraloría General reconoce la necesidad de que se evalúe el desempeño de los auditores internos, porque las unidades que dirigen son medulares dentro de las organizaciones y el sistema de control interno. Constituyen parte primordial del ordenamiento de control y fiscalización superiores de la Hacienda Pública que se establece en la Ley Orgánica del órgano contralor (LOCGR artículo 10), por lo que también tienen gran responsabilidad en coadyuvar a que se alcance los fines de este ordenamiento: garantizar la legalidad y la eficiencia de los controles internos y del manejo de los fondos públicos (LOCGR artículo 11). El papel de estas unidades es fundamental como complemento indispensable de la fiscalización que corresponde a la Contraloría General.

Sin embargo, es necesario tener claridad sobre que la evaluación del desempeño debe concebirse y enfocarse a lo medular y sustantivo del quehacer de los funcionarios; de manera que con ella se procure obtener una descripción objetiva y lo más exacta posible de la manera cómo el funcionario se desenvuelve dentro de la organización y ejecuta las funciones que legalmente tiene asignadas según su puesto y que debe desarrollar de acuerdo con las reglas de la profesión. Por tanto, la evaluación consiste en justipreciar, durante un período determinado, su rendimiento de conformidad con reglas claras de medición. Esto permite la retroalimentación tanto del evaluador como del evaluado, y propicia o conduce a la implementación de las acciones tendentes al bienestar integral del funcionario con el potencial desarrollo subsiguiente.  En consecuencia, es un medio para obtener información valiosa para la toma de decisiones y disposiciones relacionadas con la Administración de Recursos Humanos, tales como: capacitación, supervisión, integración y motivación, entre otros, en aras de obtener mayores niveles de rendimiento.

De aquí que cuando se habla de evaluar el desempeño del auditor interno, deba tenerse presente que ello se refiere a ir más allá del conocimiento general de lo que le compete realizar; o sea, una evaluación a profundidad de cómo desarrolla sus competencias, y de la legalidad, eficiencia y eficacia de su trabajo.

Dos enfoques para valorar la actuación del auditor interno

Es necesario hacer una aclaración importante. Si bien lo dicho párrafos atrás lleva a concluir que no existe plenamente en el jerarca la capacidad legal y técnica para evaluar el desempeño del auditor interno (una evaluación a profundidad, como se expuso) ―a lo que se suma la inconveniencia de que lo haga por ser fiscalizado por la unidad que ese funcionario dirige, lo que lo convertiría en juez de su juzgador― ello no debe interpretarse en el sentido de que no tenga la necesidad y la responsabilidad de conocer el desempeño del auditor interno y de la unidad que este dirige. Tampoco significa que el jerarca no esté en capacidad de señalar ―grosso modo― si el auditor, a la cabeza de la unidad de auditoría, cumple con las competencias y los deberes que le impone la LGCI, y con la normativa técnica y demás lineamientos promulgados por esta Contraloría General para la auditoría interna, todo lo cual es de dominio público. Asimismo, es claro que el jerarca está en posibilidad de valorar el cumplimiento por parte del auditor de las regulaciones de tipo administrativo que le haya establecido y que le sean aplicables; es decir, que no afecten la actividad de auditoría interna.

Este planteamiento da lugar a dos enfoques para evaluar la actuación del auditor interno: uno básicamente de forma y otro de fondo. A este último se refiere propiamente la evaluación del desempeño.

Desde el punto de vista formal

El deber del jerarca de vigilar y estar claro que el auditor cumple con lo que formalmente le establece el ordenamiento jurídico, aun de manera general, deviene de su responsabilidad por el buen funcionamiento del sistema de control interno (artículo 10 de la LGCI), del cual indudablemente forma parte la auditoría interna (artículo 9 de la LGCI); para ello tiene la potestad de solicitarle explicaciones, cuestionarlo y hasta sancionarlo ―conforme lo dispone el ordenamiento― si tiene evidencia de que incumple sus competencias, deberes y prohibiciones, así como las regulaciones de tipo administrativo que le haya establecido. Los parámetros para valorar la actuación del auditor interno desde el punto de vista formal están contenidos básicamente en el capítulo IV de la LGCI, en la normativa técnica y los demás lineamientos promulgados por esta Contraloría General, como se indicó (ámbito formal de actuación técnica), así como en el Código de Trabajo y en las citadas regulaciones de tipo administrativo (ámbito de actuación disciplinaria).  Esta evaluación no requiere un conocimiento especializado de la actividad de auditoría interna y, en general, señalaría la apreciación u opinión del jerarca sobre lo que en su criterio observe de la conducta del auditor y del cumplimiento de lo que taxativamente le dispone el ordenamiento jurídico. 

Desde el punto de vista técnico referido al fondo de la actuación (evaluación del desempeño)

Para evaluar a fondo el desempeño del auditor, se requiere conocer no solo lo que taxativamente dispone el ordenamiento jurídico y técnico que regula su actividad ―sin duda parte del marco de su desempeño―, sino también el conocimiento en detalle de los procedimientos y las técnicas de auditoría que debe aplicar en diferentes circunstancias y la forma cómo lleva a cabo su labor al realizar las auditorías y los estudios especiales; es decir, se requiere conocer la manera cómo desarrolla sus competencias de conformidad con las técnicas y las prácticas generalmente aceptadas.

Es necesario que el desempeño del auditor interno ―y, por tanto, de su unidad― sea el previsto en el ordenamiento y técnicamente apropiado para que, como se señala en la LGCI (artículo 21), proporcione seguridad en los entes u órganos, validando y mejorando sus operaciones, contribuyendo a que se alcancen los objetivos institucionales, mediante la práctica de un enfoque sistémico y profesional para evaluar y mejorar la efectividad de la administración del riesgo, del control y de los procesos de dirección en las instituciones, y para que dentro de la organización proporcione a la ciudadanía una garantía razonable de que la actuación del jerarca y la del resto de la administración se ejecuta conforme al marco legal y técnico y a las prácticas sanas. 

De esta manera, es posible ver en la actividad de auditoría interna un complemento eficaz de la fiscalización que corresponde a esta Contraloría General, con lo cual esta tendría la capacidad y posibilidad de enfocarse primordialmente en una fiscalización de segundo piso.

Contraloría General de la República: órgano idóneo, legal y técnicamente, para evaluar el desempeño de los auditores internos

La Contraloría General, de acuerdo con el artículo 26 de su Ley Orgánica, tiene la potestad de fiscalizar las auditorías internas, la cual es una disposición consecuente con el hecho de que estas unidades tienen una dependencia técnica del órgano contralor, como se aprecia en diversas disposiciones de la LGCI
. Esta responsabilidad de fiscalización junto a la necesidad de evaluar el desempeño del titular de la auditoría interna, por los múltiples motivos arriba expresados, es una clara señal de que la evaluación no debe hacerse a la ligera sino sobre una base técnica y uniforme de aplicación sistemática y con una cobertura que abarque estratégicamente a las auditorías internas de todo el sector público. El interés de esta Contraloría General radica no en el desempeño de una sola unidad de auditoría, sino en el desempeño de toda la actividad de auditoría interna en la Administración Pública. Esto no solo para tener garantía de que su trabajo es eficiente y eficaz sino también como insumo para establecer relaciones de coordinación y generar procesos de capacitación que impulsen su desarrollo y perfeccionamiento.

La base técnica y uniforme que se aplicaría para evaluar sistemáticamente el desempeño de los auditores internos, estaría contenida en las reglas que desarrolle este órgano contralor. Estas reglas de evaluación serían una herramienta que puede utilizar, en primer lugar, el auditor interno para autoevaluarse y mejorar la administración de su unidad, el planeamiento y la ejecución de las auditorías y estudios especiales y demás competencias, así como los informes u otros productos que emite y el seguimiento de las recomendaciones y advertencias que realice; ello en vista de que el desempeño del titular de la auditoría no se puede separar del de su unidad. En segundo lugar, también serían de utilidad a esta Contraloría General como órgano externo, imparcial y objetivo, con facultades legales y técnicamente preparado para verificar sistemáticamente la calidad del trabajo de cada auditoría interna, y con el fin de llevar a la práctica el mandato que le impone su Ley Orgánica en lo referente a fiscalizar que todas las auditorías internas cumplan adecuadamente las funciones que le señala el ordenamiento jurídico que las regula.

En tercer lugar, esas reglas de evaluación serían útiles al jerarca institucional, en virtud de su responsabilidad por el buen funcionamiento del sistema de control interno y reconociendo la potestad que posee de conocer el desempeño del auditor interno y de la unidad que dirige; para lo cual podrá hacer uso de los medios legales a su disposición a fin de contar con profesionales competentes en la materia que evalúen técnicamente el trabajo de su auditoría interna. Sin embargo, se insiste por parte de este Despacho que las reglas que deben utilizarse para evaluar dicho desempeño del titular de la auditoría serán las que haya definido este órgano contralor; es decir, las mismas que esta Contraloría General utilizaría para evaluar el trabajo de todas las auditorías internas, ya que incorporarían el ordenamiento jurídico, técnico y jurisprudencial necesario y suficiente para evaluar la actividad de auditoría interna en el sector público. 

En esta última situación referente a que profesionales competentes por encargo de la Administración evalúen el desempeño del auditor, es pertinente agregar que ante la discrepancia de criterio entre la auditoría interna y su eventual evaluador, correspondería a esta Contraloría General, de conformidad con sus potestades como rectora del ordenamiento de control y fiscalización superiores y, en particular, su competencia sobre las auditorías internas, dirimir en última instancia un posible desacuerdo entre las partes. De esta forma, es criterio de este Despacho que cualquier desacuerdo de esa índole debe ponerse en conocimiento de este órgano contralor para que resuelva lo pertinente. 

Como corolario de todo lo dicho, a su pregunta de si es aplicable al puesto de Auditor Interno municipal el “Formulario 4-Profesional” que usted remitiera, debe responderse que no es aplicable. Es mas, desde el punto de vista de la evaluación formal, tal como se explicó, se deduce que el formato debería ser diferente. Y en cuanto a su inquietud referida a que si existe un desacuerdo por el resultado de una eventual evaluación, quién tendría la potestad de resolver una posible apelación del auditor interno, es criterio de este Despacho que dado el caso correspondería a esta Contraloría General dirimir lo correspondiente.


Por otra parte, quedaría a juicio del Concejo Municipal decidir cómo evaluar la actuación del auditor interno desde el punto de vista formal y cómo poner de acuerdo a 11 regidores sobre el resultado obtenido; claro está, considerando el contenido de este oficio.

Atentamente,

Jorge Carrión Mora

Fiscalizador

JCM/MCA/ech

ci  
Señores Concejo Municipal


Alcalde Municipal


Contralor General, Dr. Alex Solís Fallas


Lic. Walter Ramírez Ramírez, Gerente de División, DFOE


Lic. Edwin Gamboa Miranda, Gerente, Área de Servicios Municipales
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